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INFORME No. 76/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 12.194
VENEZUELA
16 de julio de 2013
PRESUNTA VÍCTIMA:
Euclides Rafael Moreno Moreán
PETICIONARIO:
Douglas Cassel
VIOLACIONES DECLARADAS 
ADMISIBLES:
Artículos 1.1, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
29 de mayo de 1999
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. El 29 de mayo de 1999, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una denuncia presentada por Douglas Cassel (en adelante “el peticionario”) a favor de Euclides Rafael Moreno Moreán (en adelante “la presunta víctima”) en la cual alegó la responsabilidad internacional de la República Bolivariana de Venezuela (en adelante “el Estado” o “el Estado venezolano”) por presuntas violaciones a la libertad personal, garantías judiciales, propiedad privada y protección judicial en relación a las obligaciones del Estado de adoptar medidas y garantizar el cumplimiento de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”) en la tramitación de un juicio por presunta malversación de fondos públicos. 
2. El peticionario señaló que la presunta víctima se habría desempeñado como Presidente del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales entre los años 1989 y 1992.  Según alega, en 1992, se le inició una investigación secreta, se le acusó del delito de “peculado doloso” por irregularidades en la gestión de dos cheques, se ordenó su detención y se le negó la posibilidad de libertad bajo fianza mientras se esperaba la conclusión del sumario secreto y del juicio.  El peticionario adujo que la presunta víctima habría decidido salir del país para no ser injustamente detenido.
3. El peticionario sostuvo que el 13 de agosto de 1997, tras cinco años de proceso, el señor Moreno habría sido absuelto, in absentia, por el Tribunal Superior de Salvaguarda del Patrimonio Público del delito de peculado doloso impropio.  La Fiscalía del Ministerio Público habría apelado la decisión y, el 2 de diciembre de 1998, la Sala de Casación de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia confirmó la absolución por el delito de “peculado doloso” mas lo condenó a una pena de siete meses y medio de prisión y al pago de una indemnización pecuniaria, por la comisión del delito de “peculado culposo”.

4. El peticionario alegó que a la presunta víctima se le habrían violado los derechos al debido proceso y a la defensa y se le habría impedido el acceso y participación a las diligencias de sustanciación del sumario.  Asimismo, el señor Moreno no habría podido conocer o contradecir las pruebas presentadas en su contra, tampoco habría podido presentar pruebas de descargo y no habría tenido derecho a la asistencia de abogado o letrado.

5. El peticionario sostuvo que, a pesar de que el Estado habría reformado su Código Procesal Penal con posterioridad a la condena, el Estado habría violado el derecho al debido proceso por establecer una fase sumarial secreta y no permitir la libertad bajo fianza en casos relacionados con la Salvaguarda del Patrimonio Público, al momento de condenar al señor Moreno.

6. Adicionalmente, refirió a la sustanciación de una segunda causa contra la presunta víctima, en la cual el Tribunal Superior de Salvaguarda le habría dictado sentencia condenatoria “a puerta cerrada”, dos días antes de la entrada en vigor del nuevo régimen procesal penal.  Ni el peticionario ni sus abogados habrían sido informados del plazo para recurrir, privándole así de la posibilidad real y efectiva de haber apelado la decisión condenatoria.  Con esta segunda sentencia, la presunta víctima habría sido condenada a dos años y once meses de prisión, así como al pago de una indemnización monetaria.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO
7. El Estado argumentó que a lo largo del trámite de la averiguación penal, tanto en el Tribunal Superior de Salvaguarda del Patrimonio Público como en la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, se habría dado cumplimiento a los trámites procesales establecidos por la legislación adjetiva venezolana.  Agregó que los defensores de la presunta víctima pudieron ejercer todos los medios de defensa que consideraron oportunos. Asimismo, argumentó que la presunta víctima habría gozado de todas las garantías procesales, incluso ante la ausencia del acusado, a quien, en cumplimiento de la Ley Orgánica de Salvaguarda del Patrimonio Público, se le habría nombrado un Defensor Provisorio y, posteriormente, dos abogados defensores definitivos quienes habrían ejercido en su nombre y representación los medios probatorios considerados pertinentes.

8. El Estado argumentó que el peticionario habría acudido a la Comisión con el fin de hacer uso del Sistema Interamericano a modo de cuarta instancia judicial, sin cumplir los supuestos establecidos por la Comisión como excepciones a dicha regla.  El Estado solicitó que la petición fuera declarada inadmisible, al tratarse de una petición manifiestamente infundada e improcedente derivada exclusivamente de la disconformidad del peticionario con el fallo de los tribunales venezolanos.

9. Asimismo, señaló que el 26 de agosto de 2004 se habría decretado la prescripción de la pena que le habría sido impuesta a la presunta víctima, de conformidad al Código Penal y el Código Orgánico de Procesal Penal del Estado.  Finalmente, el Estado argumentó que se habría cumplido con el debido proceso interno para llegar a una decisión, que favoreció a la presunta víctima, y por ello, solicitó que la CIDH declarara la inadmisibilidad de la petición.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
10. El 12 de octubre de 2005 la CIDH, en su Informe de Admisibilidad No. 48/05, declaró admisibles los alegatos de las supuestas violaciones a los artículos 1.1, 8 y 25 de la Convención Americana.  Dicho informe fue notificado a las partes el 3 de noviembre de 2005, y en esa fecha la CIDH solicitó a las partes que presentaran sus observaciones adicionales sobre el fondo en un plazo de dos meses.  Asimismo, la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa conforme a lo previsto en el artículo 38.1 del Reglamento de la Comisión y el artículo 48.1.f de la Convención Americana.

11. El 17 de enero de 2006 el peticionario solicitó a la CIDH la pronta solución del caso por la vía amistosa o resolución. Esta comunicación fue trasladada al Estado el 10 de marzo de 2006 para sus observaciones.  El 30 de marzo siguiente, la Comisión recibió una comunicación del peticionario que fue transmitida el 17 de abril de 2006 al Estado. 

12. El 16 de mayo de 2006 el Estado presentó un escrito indicando que, de manera conjunta con la presunta víctima, habían decidido iniciar el proceso de solución amistosa. El 19 de junio de 2006 la CIDH solicitó información a las partes sobre el proceso de avance del proceso de solución amistosa.  El 23 de agosto de 2006 el peticionario reiteró a la CIDH la solicitud de pronta solución del caso, información que fue trasladada al Estado para sus observaciones con un plazo de dos meses, el 6 de noviembre de 2006.

13. El 29 de abril de 2009 la CIDH solicitó a las partes que presentaran información sobre los avances alcanzados en el proceso de solución amistosa, en el plazo de un mes. 
14. En virtud de no haber recibido las observaciones adicionales sobre el fondo, ni algún tipo de información del peticionario, el 11 de abril de 2012 la Comisión le reiteró la solicitud e indicó que de no recibirse dicha información en el plazo de un mes, la Comisión podría proceder a archivar el asunto.  Hasta la fecha, la CIDH no ha recibido respuesta alguna.
IV. FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
15. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente. Asimismo, el artículo 42.1.b del Reglamento de la CIDH que, en cualquier momento del procedimiento, la Comisión Interamericana podrá archivar el expediente si no se cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre el caso.
16. A más de seis años de la última comunicación recibida por parte del peticionario, aún no se han recibido las observaciones adicionales sobre el fondo, ni tampoco información alguna del peticionario.  Asimismo, la CIDH observa que la información contenida en el expediente que sirvió de base para la adopción del informe de admisibilidad no contiene elementos suficientes para que la CIDH se pronuncie sobre el fondo del caso.  En virtud de lo anterior, y de conformidad con el artículo 42.1.b de su Reglamento, la CIDH decide archivar el presente caso.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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